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El proceso de modernización y reforma del Estado en El 
Salvador incluye también al sector de recursos hídricos. 
Estamos en presencia de un proceso simultáneo de pro-
puestas de reforma del marco institucional para la ges-
tión del agua, y de intentos de descentralización de los 
sistemas de abastecimiento y saneamiento.  
 
Dada la severa problemática del agua en El Salvador y 
de la crisis en su gestión, dichos procesos de reforma, 
son importantes y estratégicos para el futuro del país. 
Sin embargo, deben debatirse ampliamente a fin de 
asegurar que efectivamente permitan avanzar hacia una 
gestión racional e integrada del recurso hídrico en el 
país que garantice los objetivos de protección, disponi-
bilidad y eficiencia en el uso del recurso.  
 
La participación ciudadana sobre un tema tan vital, que 
asuma la gravedad de la crisis del agua en el país, y que 
incorpore las lecciones de la experiencia y reflexión in-
ternacional, es fundamental para construir un camino 
nacional propio que permita una gestión más racional 
de la riqueza hídrica del país.  

                                                                 
* Con la colaboración de Nelson Cuéllar y Silvia de Larios 
 

El largo camino para la  
reforma del sector hídrico  
 
El Salvador cuenta con un 
frondoso marco legal e insti-
tucional relacionado con la 
gestión del agua, que se ha 
venido  acumulando en  el  
país (Ver recuadro 1). A prin-
cipios de los ochenta hubo in-
tentos de reforma.1 Sin em-
bargo, en el contexto del con-
flicto armado, este proceso no 
tuvo continuidad y es hasta 
en la post-guerra que se re-
toma nuevamente la iniciati-
va. El apoyo inicial provino 
de la Agencia para el Desa-
rrollo Internacional de los Es-
tados Unidos (USAID), y 
posteriormente, es el Banco 
Interamericano de Desarrollo 
(BID), quien brinda el apoyo 
principal. 

                                                                 
1 A finales de los setenta, el Programa 
de Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) apoyó la elaboración del 
PLAMADARH o “Plan Maestro de De-
sarrollo y Aprovechamiento de los Re-
cursos Hídricos,” el cual se concluyó 
en 1982. En materia legal, en Diciem-
bre de 1981, se decretó una escueta 
Ley sobre Gestión Integrada de Recur-
sos Hídricos con  apenas seis artículos 
y el reglamento correspondiente de 
Marzo de 1982, le asignó al Ministerio 
de Planificación la responsabilidad de 
preparar el Plan Nacional de 
Aprovechamiento Múltiple de los 
Recursos Hídricos, así como un 
proyecto de Ley General de Aguas, el 
cual fue presentado a finales de 1983 
(Sandoval, 1999). 
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Recuadro 1 
Legislación relevante para la gestión del agua  

 
• La Constitución Política declara de interés social la protección, restauración, desarrollo y aprovechamiento de los 

recursos naturales. Entre los motivos de expropiación por causa de utilidad pública, establece el objetivo de 
aprovisionamiento de agua. 

• El Código Municipal hace referencia a la competencia de los municipios para el incremento y protección de los 
recursos renovables y no renovables y le da atribuciones y jurisdicción en su territorio a través de las ordenan-
zas, incluyendo la gestión de los recursos naturales. 

• El Código Penal establece penas al que contamine, envenene, adultere o corrompiere de modo peligroso, los re-
cursos hídricos. 

• El Código de Salud determina la norma de calidad del agua, el control de vertidos y las zonas de protección. Le 
otorga al Ministerio de Salud la atribución para desarrollar programas de saneamiento ambiental, abastecimiento 
de agua potable para comunidades, disposición adecuada de excretas y aguas servidas, así como la eliminación 
y control de contaminación del agua.  

• La Ley de Riego y Avenamiento establece que las aguas superficiales y subterráneas son propiedad del Estado. 
Norma la extracción de agua para riego, sin aclarar cómo se planifica, regula y adjudica el uso del agua para 
demandas competitivas entre agua potable y agua para riego, tanto para uso público como privado. 

• Bajo la Ley de la Administración de Acueductos y Alcantarillados, ANDA tiene la potestad de regular toda extrac-
ción de agua en el país, pero al mismo tiempo es el mayor usuario de éste recurso para consumo humano. 

• Según su Ley de Creación, la Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa tiene derechos sobre el uso del 
agua para generación de energía, concebidos sin atención a los derechos de otros usuarios conferidos por ley. 

• En el Reglamento Interno del Organo Ejecutivo se establecen competencias para los ramos de Agricultura y de 
Obras Públicas, para la generación de mecanismos legales de protección, conservación y uso racional del recur-
so hídrico, así como investigación de condiciones geológicas, hidrológicas y sismológicas del territorio nacional. 
El Ministerio de Agricultura se ha encargado de los aspectos normativos del agua como recurso natural, funda-
mentalmente con orientación al riego y es responsable de administrar la red hidrométrica. El Ministerio de Obras 
Públicas tiene a su cargo el desarrollo de infraestructura de regulación de caudales para control de inundacio-
nes. 

• La Ley sobre Gestión Integrada de los Recursos Hídricos (1981) y su reglamento (derogado) es una especie de 
ley básica para poder legislar en detalle los diferentes usos del agua: consumo humano, riego, industriales, co-
merciales, hidroeléctrica, pesca, usos comunes, etc. Esta ley mandaba al Ministerio de Planificación a coordinar 
los estudios y desarrollar las políticas hídricas para todos los usos del recurso. Se creó la Oficina Especializada 
del Agua (OEDA) en el desaparecido Ministerio de Planificación y luego reubicada en ANDA, convi rtiéndose en 
la UEDA. 

• El Reglamento sobre la Calidad del Agua, el Control de Vertidos y las Zonas de Protección (Decreto No. 50, 
1987), que tiene por objeto desarrollar los principios de la Ley de Gestión Integrada de Recursos Hídricos y su 
Reglamento, se orienta a evitar, controlar o reducir la contaminación del agua por vertidos domésticos, industria-
les o de cualquier otra índole, a la vez establece normas sobre depuración y tratamiento de aguas y sus respec-
tivas sanciones. 

• La Ley de Creación de la Superintendencia General de Electricidad y Telecomunicaciones incluye la función de 
asignar concesiones de agua para hidroelectricidad, sin tomar en cuenta los demás usuarios. La aplicación de 
esta normativa se encuentra prácticamente suspendida, pero añade otro factor de confusión a la gestión del re-
curso. 

• La Ley del Medio Ambiente otorga competencia en la prevención y control de la contaminación al Ministerio del 
Ambiente y Recursos Naturales, junto al Ministerio de Salud Pública. Según la ley, para proteger el recurso hídri-
co debe promoverse el manejo integrado de cuencas hidrográficas y la protección del medio costero-marino de 
toda clase de vertidos y derrames. Corresponde al Ministerio del Ambiente elaborar y proponer a la Presidencia 
de la República los reglamentos necesarios para la gestión, uso, protección y manejo de las aguas y ecosiste-
mas. 

Fuente: Elaborado en base a ISAM (1991) y Ley del Medio Ambiente (1998). 
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Así, en Diciembre de 1993, bajo contrato con 
USAID, la firma “Romero Pineda y Asocia-
dos” entregó un proyecto de Código de 
Aguas, bajo el cual se creaba una Secretaría 
de Gestión Integrada de Recursos Hídricos 
adscrita a la Presidencia de la República. 
(Sandoval, 1999). En Agosto de 1996, la firma 
Rusconi-Váldez presenta un nuevo proyecto 
de Ley General de Aguas elaborado bajo con-
trato con ANDA. Posteriormente, ANDA con-
trató al consorcio Lypsa-Typsa que presentó 
una nueva propuesta en Mayo de 1997.  
 
Finalmente, otra firma consultora (OPTIMA, 
Inc.) generó una nueva versión de propuestas 
de reforma que sirvieron de base para un 
préstamo por US$43.7 millones y dos coope-
raciones técnicas no reembolsables por 
US$3.9 millones, que fueron aprobadas por el 
BID en Mayo de 1998. Según el BID, la 
Administración Calderón Sol esperaba iniciar 
el proceso de reforma y tener creado la figura 
de la autoridad hídrica y del ente regulador 
para el tercer trimestre de 1998 (BID, 1998: 
36). Sin embargo, ello tampoco ocurrió. De 
hecho, las operaciones aprobadas por el BID, 
ni siquiera se presentaron a la Asamblea 
Legislativa de El Salvador, para ser 
ratificadas bajo la Administración Calderón 
Sol.  

El programa de reforma  
contenido en el préstamo del BID 
 
Aunque año y medio después de ser apro-
bado por el BID, el préstamo de apoyo a la re-
forma del sector hídrico no había sido pre-
sentado por el gobierno para ser ratificado 
por la Asamblea Legislativa, el propuesta 
global de reforma contenida en dicho prés-
tamo, hasta el momento, sigue vigente en 
rasgos generales. Esa propuesta de reforma se 
basa en tres pilares:  

• La creación de un ente rector o autoridad 
hídrica que definiría las políticas globales 
del sector y que asignaría los derechos de 
uso del agua;  

• La creación de un marco regulatorio del 
subsector de agua y saneamiento, que in-
cluiría el establecimiento de un ente regu-
lador independiente; y 

• Un proceso de reforma empresarial para 
establecer operadores públicos, privados y 
mixtos de servicios de agua y alcantarilla-
do. 

 
En la estrategia propuesta el establecimiento 
de nuevos operadores parece ser el objetivo 
central de corto plazo. De hecho, de acuerdo a 
un informe técnico del BID, la creación de la 
autoridad hídrica como punto de partida 
buscaría “crear condiciones propicias para la 
mayor participación de los inversionistas pri-
vados en el desarrollo de los recursos hídricos 
y de los servicios públicos asociados (agua 
potable, riego y energía hidroeléctrica)” 
(Aguilar y Otros, 1999: 20).  A mediano plazo, 
la autoridad hídrica tendría “la responsabili-
dad de continuar la reforma integral y reali-
zar los trabajos para introducir las reformas 
legales que se requieren para completar la re-
estructuración del sector (Ibid.). 
 
Como metas específicas el programa de re-
forma se planteaba las siguientes (OPTIMA, 
1998: 20):  
 
• Al final del segundo año:  i) contar con  

una autoridad hídrica con la capacidad 
efectiva para asignar recursos hídricos, in-
cluyendo la reglamentación requerida para 
su funcionamiento; ii) contar con un ente 
regulador del subsector de agua potable y 
saneamiento en operación y un marco re-
gulatorio que permita una supervisión ade-
cuada de las empresas operadoras.  
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• Al final del cuarto año: i) tener los princi-
pales sistemas de agua potable operados 
por empresas independientes; ii) haber 
dado acceso al agua potable a 20,000 per-
sonas en las áreas rurales del país, y haber 
transferido a las comunidades por lo me-
nos el 25% de los sistemas que actualmen-
te administra ANDA. 

 
• Al final del programa: haber transforma-

do a ANDA en operadora especializada 
de algunos sistemas no concesionados o 
transferidos, y administradora, a nombre 
del gobierno, de concesiones operadas 
por empresas privadas.  

 
El programa está estructurado en tres com-
ponentes, cuyas principales actividades se 
detallan en el Recuadro 2. 
 
El préstamo del BID, tal como fue aprobado, 
tenía previsto desembolsarse en dos grandes 
tramos. Las principales condiciones para el 
primer desembolso serían las siguientes:  
 
• Presentación a la Asamblea del Proyecto 

de Ley de Creación de la Autoridad 
Hídrica o Ente Rector y del Proyecto de 
Ley del Marco Regulatorio del Subsector 
de Agua y Saneamiento.  

• Creación de la Unidad de Reforma Em-
presarial y contratación de los estudios 
de reforma empresarial. 

 
Para el Segundo desembolso las condiciones 
de elegibilidad son las siguientes:  
 
• Definición del marco normativo y regu-

latorio del sector hídrico y de los crite-
rios de asignación de los derechos de uso 
del agua. 

• En subsector de agua y saneamiento:  re-
glamentación de la ley y definición del 

Recuadro 2 
Principales actividades del Programa  

GOES-BID de Reforma del Sector Hídrico 
 
Componente 1. Reestructuración del sector de recursos 
hídricos (US$6.8 millones): Apoya la organización inicial 
del Ente Rector para la Administración de Recursos 
Hídricos así como la formulación del marco regulatorio 
del sector.  Se incluye: (i) asistencia técnica y asesoría 
especializada; (ii) estudios prioritarios, como el balance 
hídrico, estudio del acuífero de San Salvador, instrumen-
tos económicos de asignación de derechos de uso y un 
proyecto de participación comunitaria a nivel de cuenca 
piloto; (iii) apoyo a la organización institucional y funcio-
namiento del ente rector, y (iv) modernización del sistema 
de información hidrometeorológica. 
 
Componente 2. Marco regulatorio del subsector de agua 
potable y saneamiento (US$4.1 millones):  Apoya la for-
mulación del marco legal y regulatorio, su reglamentación 
y la organización y puesta en marcha del ente regulador 
(ARESA).  Se incluye:  (i) asistencia técnica y asesoría 
especializada para la formulación del marco regulatorio; 
(ii) estudios prioritarios como el de tarifas, políticas de 
subsidio y actualización de normas técnicas; y (iii) apoyo 
al establecimiento y puesta en marcha de la ARESA. 
 
Componente 3. Reforma empresarial (US$39.1 millones): 
Apoya la promoción y establecimiento de empresas inde-
pendientes y financieramente viables para la prestación 
del servicio de agua potable y saneamiento, El compo-
nente se divide en: (a) organización empresarial (US $4,1 
millones); y (b) inversiones complementarias (US$35 mi-
llones). La organización empresarial incluye: (i) asistencia 
técnica y apoyo a la conformación de la Unidad de Re-
forma Empresarial (URE), (ii) la elaboración del Plan de 
Reforma Empresarial que definirá la estructura operativa 
óptima del subsector de agua potable y saneamiento en 
El Salvador, y una estrategia para la efectiva conforma-
ción, separación y/o transferencia de distintas Unidades 
Empresariales Operativas, bajo un programa de descen-
tralización, desconcentración y participación del sector 
privado (PSP); y (iii) la promoción de la participación del 
sector privado a través de consultaría especializada para 
proporcionar al gobierno de apoyo y asesoría técnica fi-
nanciera para la adecuada estructuración de esquemas 
de PSP. Las inversiones complementarias se manejan 
bajo el concepto de un fondo de apoyo a la reforma em-
presarial.  Son elegibles: (i) inversiones que responden a 
criterios de prioridad; (ii) inversiones de rehabilitac ión y 
regularización en sistemas en proceso de descentraliza-
ción y/o desconcentración; (iii) inversiones de apoyo al 
manejo independiente de sistemas rurales por parte de 
las comunidades; (iv) actividades de apoyo a la confor-
mación y organización de empresas en aspectos de or-
ganización, entrenamiento, manejo comercial, legales, 
entre otros; y (v) actividades de apoyo a la capacitación y 
readecuación laboral. 
 
Fuente: BID (1998). 
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marco regulatorio; aprobación de regla-
mento de contratos y transferencias; Nue-
va política y estructura tarifaria y política 
de subsidio y fomento.  

• En Reforma Empresarial: Evidencia de 
que se han publicado licitaciones para es-
quemas de participación del sector priva-
do; y plan de descentralización y descon-
centración. 

 
La Administración Flores y la  
descentralización de los sistemas de 
agua y saneamiento 
 
Con el cambio de gobierno en Junio de 1999, 
se retrasa aún más la presentación de la pro-
puesta de reforma a la Asamblea Legislativa. 
El nuevo gobierno opta por contratar a con-
sultores chilenos para que elaboraran nuevas 
propuestas de legislación para el sector hídri-
co y el subsector de agua y saneamiento. 
 
Si bien se esperaba que los consultores entre-
garan sus propuestas en el último trimestre 
de 1999, no estaba claro si el Ejecutivo presen-
taría su propuesta de reforma a la Asamblea 
Legislativa en este año, o si esperaría hasta 
después de las elecciones municipales y legis-
lativas de Marzo del año 2000. 
 
A pesar de estos retrasos en crear un nuevo 
marco legal que sustente la reforma del sector 
hídrico, el interés del nuevo gobierno por re-
tomar el tema hídrico se hizo evidente en el 
discurso de toma de posesión, cuando el Pre-
sidente Francisco Flores prometió “... lograr 
un manejo sostenido e íntegro...” del agua, e 
“... iniciar la descentralización racional y gra-
dual de los sistemas de agua potable...”. El 
presidente de ANDA anunció posteriormente 
que se desarrollaría un plan piloto de descen-

tralización que incluiría por lo menos 12 sis-
temas de agua en el primer año.2 
 
Sin embargo, tal como está avanzando, el 
proceso de reforma evidencia ausencias muy 
fuertes de otros actores importantes. El caso 
del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales (MARN) lo refleja con mucha cla-
ridad. Buena parte de las posibles atribucio-
nes que tendría el ente rector del recurso agua 
están asociadas o son similares a las que le 
otorga la Ley de Medio Ambiente al MARN.3 
Por otra parte, el MARN cuenta con un bo-
rrador de una Política Hídrica Nacional, ela-
borada por consultores nacionales bajo el 
Proyecto PROMESA de USAID, que no pare-
ce haber sido tomada en cuenta. 
 
Además del MARN, otras instituciones que se 
verían comprometidas con la creación de un 
nuevo ente rector del recurso hídrico son el 
Ministerio de Salud Pública (vigilancia de la 
calidad del agua); la Superintendencia de 
Electricidad y Telecomunicaciones (SIGET), 
que dentro de sus funciones están las de asig-
nar concesiones de agua para hidroelectrici-
dad; y otras instituciones como el Ministerio 
de Agricultura y Ganadería (que es el princi-
pal usuario del agua para riego), el Ministerio 
de Obras Públicas y las alcaldías, entre otras. 
 
                                                                 
2 Publicaciones en diversos medios de comunicación entre 
junio y julio 1999. 
3 Entre esas atribuciones están la promoción del manejo in-
tegrado de cuencas hidrográficas y la promoción de una ley 
especial que regulará esta materia, la creación de un comité 
interinstitucional nacional de planificación, gestión y uso sos-
tenible de cuencas hidrográficas. De igual manera le atribuye 
la generación de los criterios de supervisión para la disponi-
bilidad y calidad del agua. El Ministerio debe proponer los 
reglamentos necesarios para la gestión, uso, protección, y 
manejo de las aguas y ecosistemas, tomando en cuenta la 
legislación vigente y criterios relativos a que el equilibrio del 
ciclo hidrológico no sufra alteraciones negativas por la pro-
ductividad, establecer medidas para la protección del recurso 
hídrico de los efectos de la contaminación, etc. Según la Ley 
de Medio Ambiente, el MARN deberá identificar las zonas de 
recarga acuífera y promover acciones que permitan su 
recuperación y protección. 
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Si bien formalmente, la reforma buscaría su-
perar el complicado entramado institucional 
existente relacionado con el manejo del agua, 
hasta el momento no existe un claro y activo 
involucramiento de estos actores estatales en 
el proceso, ni en la redefinición de roles y 
atribuciones que la propuesta supone. Sin 
embargo, a pesar de que estas y otras indefi-
niciones persisten actualmente, ANDA ya ha 
iniciado el proceso de descentralización de 
sistemas de agua, bajo distintas modalidades. 
  
La descentralización de los sistemas de agua 
y saneamiento básicamente consisten en que 
la operación de los servicios de suministro de 
agua potable y alcantarillados pasará a manos 
del sector privado y municipalidades, a través 
de concesiones. ANDA sostiene que no se es-
tá privatizando, sino concesionando la opera-
ción del servicio, ya sea a una alcaldía, a una 
empresa municipal de agua, a una empresa 
mixta, a una asociación de alcaldes, a ONG’s 
o al mismo sector privado. 
 
Bajo este esquema, ANDA ya ha firmado un 
convenio de concesión con varios municipios 
de Usulután, según el cual se atenderá a 32 
mil familias de 6 municipios. La empresa Te-
tralogía Sem se encarga de la operación con el 
apoyo de ANDA. Los gobiernos locales co-
bran. ANDA suministra el servicio eléctrico y 
provee el mantenimiento. El convenio prevé 
una duración de cinco años y se puede am-
pliar, dependiendo de la eficiencia del servi-
cio. 
 
Dentro del Plan Piloto de “descentralización”, 
ANDA trasladará por cinco años la operación 
del agua potable a las empresas industriales 
situadas en Plan de La Laguna, que es una 
zona industrial compuesta por más de 20 em-
presas aglutinadas en la Asociación de Em-
presarios y Vecinos de la Zona Industrial de 
La Laguna (ASEVILLA). Este es el primer 

contrato de gestión con empresarios para que 
administren su propio suministro, quienes 
deberán mantener y elaborar sus propios re-
cibos, cobrando las mismas tarifas de ANDA. 
  
Otro proyecto en marcha es el traspaso de la 
operación del servicio a la Alcaldía de San Jo-
sé Villanueva. De acuerdo a los anuncios rea-
lizados por el presidente de la institución su 
cuarto plan piloto será una empresa formada 
por empleados de ANDA para darle servicio 
a cuatro acueductos rurales. En general, se 
desconoce la estructura del financiamiento de 
estos sistemas. Actualmente se les está dando 
asesoría técnica por parte de ANDA y se su-
pone que la intención será llevarlos a ser au-
tofinanciables con el pago de tarifas. 
 
Aunque este es un proceso en marcha, hasta 
el momento no se tiene  claridad sobre la con-
sistencia entre las reformas de los marcos le-
gales del sector y sub-sector de agua potable 
y saneamiento y la estrategia del iniciado 
proceso de descentralización. En efecto, el re-
traso en someter a discusión el nuevo marco 
legal, mientras simultáneamente se plantea 
un proceso acelerado para ejecutar planes pi-
lotos de “descentralización” de los sistemas 
de agua, ha originado serios cuestionamien-
tos al proceso de reforma, principalmente por 
parte de organizaciones y actores que gravi-
tan alrededor del sector agua y saneamiento.4  
 

                                                                 
4 Ante la incertidumbre del proceso, en términos de la infor-
mación y discusión de las propuestas y las implicaciones 
mismas del tema, la Red de Agua y Saneamiento y la Red 
para el Desarrollo Local hicieron público un pronunciamiento 
frente al proceso de reforma, donde apoyaban la reforma 
sectorial siempre y cuando se realizara transparentemente y 
de manera concertada con los principales actores involucra-
dos. De igual manera el sindicato de empleados y trabajado-
res de ANDA hizo pública una carta enviada al Presidente 
Flores en los mismo términos. Se conformó la As ociación 
ANDAR ex beneficiarios del PLANSABAR que solicitan no se 
les margine y deje fuera como actores comunitarios del sec-
tor. Igualmente, la UNES ya se pronunció ante cualquier pro-
ceso que conlleve a la privatización del recurso. 
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Los resultados y principales conclusiones ob-
tenidas del diagnóstico sectorial y del análisis 
del proceso de reforma del sector agua pota-
ble y saneamiento en el marco del proyecto 
Salud Ambiental de El Salvador (EHP) finan-
ciado por USAID,5 sugiere un conjunto de 
elementos fundamentales que no están siendo 
considerados en el proceso: 
 
• Si bien la reforma del sector de recursos 

hídricos es necesaria, la propuesta como tal 
es poco conocida a nivel nacional. La re-
forma debería estar orientada a la descen-
tralización de los sistemas en el marco de 
una reorganización institucional y legal. Se 
plantean algunas líneas generales alterna-
tivas para el manejo de los sistemas de 
agua potable y saneamiento urbano, entre 
ellas: el caminar hacia un manejo a través 
de concesiones a entes especializados y 
empresas municipales autónomas, acom-
pañado del marco legal necesario; suficien-
te voluntad política; recursos financieros y 
técnicos; y una amplia participación ciuda-
dana. 

• A nivel de los sistemas rurales las reco-
mendaciones van orientadas a traspasar y 
fortalecer el manejo por parte de las comu-
nidades. Esto supone un apoyo en recursos 
financieros y técnicos suficiente. La necesi-
dad de conformar un marco legal propio 
que le dé soporte a los sistemas existentes y 
por traspasar. Conformar una instituciona-
lidad especializada que le brinde atención 
a los sistemas rurales. Garantizar la auto-
nomía de las empresas de agua y que la 
aprobación de tarifas y subsidios sea trans-
parente. Todo lo anterior en el marco de un 

                                                                 
5 Seminario-Taller “Alternativas para el Manejo de Sistemas 
de Agua Potable y Saneamiento en El Salvador” Evento final 
como resultado de una serie de talleres a nivel nacional de 
estudio y evaluación de los distintos modelos de gestión del 
agua en el país, este fue realizado en diciembre de 1998 en 
el marco del proyecto Salud Ambiental de El Salvador (EHP) 
de USAID. 

proceso de participación ciudadana como 
elemento estratégico para garantizar el 
manejo adecuado de los sistemas. 

 
Existe, en efecto, una gran preocupación de 
los actores del subsector de agua y sanea-
miento por la coherencia entre el marco regu-
latorio (aún en formulación) y la sostenibili-
dad real de las iniciativas actuales de “des-
centralización” y modalidades de concesión 
implementadas y por implementar, sobre to-
do si se considera la precaria información so-
bre criterios básicos de selección de los casos 
pilotos, así como los soportes financieros y 
técnicos para la implementación de los planes 
pilotos y la escasa o nula participación de los 
beneficiarios y/o receptores de los sistemas. 
 
Desafíos para avanzar hacia una gestión 
integrada del agua en El Salvador 
 
La posibilidad inmediata de reforma del sec-
tor hídrico y del subsector de agua potable y 
saneamiento, y los intentos de descentralizar 
el abastecimiento del recurso presenta riesgos 
si se desarrolla de manera desordenada e in-
consulta. Pero si se desarrolla de manera con-
certada, tomando en cuenta las lecciones de la 
reflexión y experiencia internacional, y la 
gravedad de los problemas relacionados con 
el agua en El Salvador, estaríamos frente a 
una gran oportunidad para avanzar hacia una 
verdadera gestión integrada del recurso.  
 
Reconocer la gravedad de la crisis del agua  
 
El primer desafío para enfrentar la problemá-
tica de la gestión del agua en El Salvador es 
reconocer la gravedad de la crisis que se en-
frenta. 
 
Esta crisis se expresa en primer lugar en la 
pérdida de la capacidad del territorio para 
regular y almacenar el agua lluvia, lo que 
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provoca un ciclo vicioso de sequías e inunda-
ciones. La riqueza que representa la abundan-
te precipitación en la época lluviosa, no se lo-
gra cosechar eficientemente y a la vez se ge-
neran elevados costos sociales y económicos. 
Esto demanda una gestión integral y partici-
pativa de las cuencas, así como la promoción 
agresiva de estrategias de revegetación de las 
zonas de laderas en el país, de modo que se 
reduzca la vulnerabilidad derivada de la 
degradación de las cuencas, así como la 
extrema pobreza prevaleciente en esas zonas.  
 
En segundo lugar, tenemos el fuerte deterioro 
de la calidad del agua por la alarmante con-
taminación de las aguas superficiales (ríos y 
lagos), así como de los acuíferos o aguas sub-
terráneas. Al utilizarse los cuerpos de agua y 
el suelo como receptores de una gran canti-
dad de desechos domésticos, municipales, in-
dustriales, agrícolas y agroindustriales, se 
disminuye todavía más la disponibilidad del 
recurso para el consumo directo y la produc-
ción. La contaminación está degradando 
permanentemente el recurso agua y eso su-
pone pérdidas importantes, 6 por lo que es 
urgente lograr un marco de gestión que pro-
picia la adopción de acciones dirigidas a lo-
grar una reducción acelerada de la contami-
nación del suelo y del agua.   
 
En tercer lugar, tenemos los problemas de co-
bertura y acceso al agua potable. Se estima 
que la cobertura alcanza al 62% de la pobla-
                                                                 
6 Una aproximación a los costos derivados de la contamina-
ción del agua, proveniente de 1,460 plantas industriales y 
agroindustriales que generan vertidos contaminantes, reque-
rirían unos 32 mil millones de metros cúbicos de agua limpia 
para diluir totalmente la contaminación. Esta cantidad supera 
la estimación de 21 mil millones de metros cúbicos disponi-
bles anualmente en El Salvador. No obstante, si hipotética-
mente se contara con disponibilidad suficiente y le asigná-
ramos un precio de 1 colón al metro cúbico de agua, el costo 
del agua requerida para diluir la contaminación sería de 
$3,619 millones de dólares; es  decir, casi 25 veces el monto 
total estimado de la formación bruta de capital (equipo, 
maquinaria, instalaciones para la producción, etc.) en las 
1,460 instalaciones (Michaels y otros, 1998). 

ción a nivel nacional, pero en las zonas rura-
les, la cobertura es de apenas 25% (Conectán-
donos al Futuro de El Salvador, 1999). Con es-
ta cobertura, gran parte de la población queda 
obligada a consumir directamente agua con-
taminada. Por su parte, la población que con-
sume agua previamente tratada por ANDA, 
está en riesgo por la contaminación en 
acueductos.7 
 
En cuarto lugar, los problemas de escasez y 
contaminación del agua se magnifican por los 
vacíos y contradicciones institucionales. El 
conjunto de leyes y reglamentos relativos a la 
gestión de los recursos hídricos es disperso, 
con serios traslapes de jurisdicción y respon-
sabilidades de aplicaciones de las institucio-
nes públicas como ANDA, CEL, MAG, MOP 
y MSPAS, entre otros. La mayoría de las insti-
tuciones desarrollan actividades encaminadas 
a satisfacer usos que se contraponen y gene-
ran competencia por otros usos específicos 
del recurso. El marco institucional tampoco 
da respuesta a los crecientes conflictos entre 
usuarios y comunidades.  
 
En síntesis, la crisis del agua, en sus distintas 
manifestaciones evidencia el alcance extre-
madamente limitado de los esquemas de ges-
tión prevalecientes. En este sentido, la gestión 
de los recursos hídricos, además de superar la 
fragmentación institucional de los entes que 
intervienen en la gestión de los múltiples usos 
del agua, también debe introducir las funcio-
nes estratégicas de protección para garantizar 
la disponibilidad del recurso.  
 
En la práctica, se trata de superar los enfo-
ques centrados en que la gestión del agua se 
limita a la construcción y manejo de infraes-

                                                                 
7 Según el Informe Regional Ambiental de 1998, publicado 
por CCAD, la carencia de un efectivo sistema de alcantarilla-
do y desagües proporciona suficiente oportunidad para con-
taminar el agua potable como resultado de su contacto con 
las aguas servidas. 
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tructura para abastecimiento, para la genera-
ción hidroeléctrica y para el funcionamiento 
de sistemas de riego, ignorando los procesos 
que inciden en la disponibilidad y calidad del 
recurso. Esto último constituye un enorme re-
to, ya que implica avanzar hacia un esquema 
de gestión que rebasa los enfoques parciales y 
sectoriales de manejo del agua. 
 
Incorporar los aportes de la reflexión internacional 
sobre la gestión integrada del agua  
 
Un segundo desafío para El Salvador, es el de 
aprovechar e incorporar los aportes de la re-
flexión internacional de los últimos años rela-
tivos a la gestión integrada del agua. A través 
de diversos foros internacionales se ha venido 
acumulando un conjunto de lineamientos es-
tratégicos para una gestión integrada de los 
recursos hídricos.  
 
La declaración adoptada por la Conferencia 
Internacional sobre el Agua y el Medio Am-
biente celebrada en Dublín en Enero de 1992, 
representa una referencia esencial que sigue 
teniendo actualidad.  La Declaración de Du-
blín plantea que la escasez y el mal uso del 
agua dulce representan una amenaza crecien-
te para el desarrollo sostenible y el medio 
ambiente. Agrega que se requiere una acción 
concertada para revertir las tendencias al so-
breconsumo, contaminación y las crecientes 
amenazas de sequías e inundaciones. Ade-
más, planteó una agenda para la acción basa-
da en los cuatro principios conocidos como 
los Principios de Dublín (Recuadro 3). 
 
Los principios resaltan el carácter finito, vul-
nerable y esencial para la vida del agua; la 
participación de los usuarios como eje fun-
damental para el ordenamiento de los recur-
sos hídricos; el papel protagónico de la mujer; 
y la necesidad de reconocer el agua como 
bien económico. Por otra parte la agenda para 
la acción desarrolla una serie de recomenda-

ciones que tienen una gran vigencia en países 
como El Salvador. 
 
A la luz de los principios, en los últimos años 
se ha generado un intenso debate internacio-
nal sobre la necesidad de impulsar reformas 
para fortalecer la gestión hídrica.8 Del debate 
mundial surgen claramente tres objetivos bá-
sicos para una política hídrica orientada a la 
gestión integrada del agua: 
 
• Proteger los recursos agua y el medio am-

biente (objetivos de defensa y prevención). 

• Mejorar la disponibilidad del agua y su ca-
lidad (objetivos de calidad y caudal). 

• Administrar el agua como una riqueza eco-
nómica (objetivo de eficiencia). 

 
Los principales elementos que comparten los 
planteamientos esbozados por los organismos 
internacionales son: la urgencia de mejorar el 
conocimiento del recurso para garantizar y 
regular sus diversos usos; la necesidad de 
hacer partícipes cada vez mas en las decisio-
nes sobre la gestión a los diversos actores y 
usuarios del agua; la definición de una uni-
dad territorial que integre usos y actores y fi-
nalmente la conformación de una nueva insti-
tucionalidad que exprese estos procesos y re-
gule los múltiples usos del agua y la consecu-
ción de los objetivos fundamentales de la ges-
tión hídrica. 
 

                                                                 
8 Tanto el BID, como el Banco Mundial, la FAO y Global Wa-
ter Partnership (GWP) han trabajado en los últimos años so-
bre su visión de la gestión hídrica. Estos documentos de po-
lítica han sido la base para las discusiones mundiales sobre 
el agua y la base para una serie de redes sectoriales sobre 
el recurso, tales como las redes de agua y saneamiento, las 
redes de organismos de cuenca, etc. 
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Recuadro 3 
Principios y Agenda para la Acción  

propuestos por la Conferencia sobre el Agua y el Medio Ambiente de Dublín 
 
Los Principios de Dublín 
 
Principio 1. El agua dulce es un recurso finito y vulnerable, 
esencial para sostener la vida, el desarrollo y el medio am-
biente. Por lo tanto, la gestión eficaz de los recursos hídricos 
demanda un enfoque holístico, que vincule el desarrollo eco-
nómico y social, con la protección de los ecosistemas natura-
les. Una gestión eficaz vincula los usos del agua y la tierra 
en toda el área de una cuenca o de un acuífero.  
 
Principio 2. El desarrollo y la gestión de los recursos hídricos 
deben basarse en un enfoque participativo, que involucre a 
los usuarios, planificadores y formuladores de políticas en 
todos los niveles. Este enfoque supone elevar la conciencia 
de la importancia del agua entre los formuladores de políti-
cas y el público en general. Implica que las decisiones se 
toman al nivel apropiado más bajo, con plena consulta públi-
ca y el involucramiento de los usuarios en la planificación e 
implementación de los proyectos de agua.  
 
Principio 3. Las mujeres desempeñan un papel central en el 
aprovisionamiento, gestión y protección del agua. Este papel 
central de las mujeres raramente se ha reflejado en el des a-
rrollo y gestión de los recursos hídricos. La aceptación de es-
te principio demanda políticas positivas dirigidas a las nece-
sidades específicas de las mujeres y su empoderamiento pa-
ra que puedan participar en todos los niveles de los progra-
mas de recursos hídricos, incluidas la toma de decisiones y 
la implementación.  
 
Principio 4. El agua tiene un valor económico en todos sus 
usos competitivos y deberá reconocerse como un bien eco-
nómico. Dentro de este principio es vital reconocer el dere-
cho fundamental de todo ser humano a tener acceso al agua 
limpia y al saneamiento a un precio que pueda cubrir. La 
gestión del agua como bien económico es una manera de 
lograr un uso equitativo y eficiente, y de estimular la conser-
vación y protección de los recursos hídricos.  
 
Agenda para la Acción de Dublín  
  
Alivio a la pobreza y la enfermedad. La gestión y desarrollo 
de los recursos hídricos debe priorizar la provisión de 
alimentos, agua y saneamiento, a los que carecen de estos 
bienes y servicios esenciales.  
 
Protección contra los desastres naturales . La falta de prepa-
ración, a menudo agravada por falta de información, hace 
que las sequías e inundaciones tengan enormes costos en 
términos de vidas, miseria y pérdidas económicas.  
 
Conservación y reutilización del agua. Los patrones actuales 
de uso del agua son derrochadores. Hay un gran margen pa-
ra ahorrar agua en la agricultura, la industria y el consumo 
doméstico. La aplicación del principio de “el que contamina 
paga” y tarifas realistas para el agua pueden estimular el 
ahorro y su reuso, reduciendo y postergando costosas inver-
siones. El cumplimiento de estándares para vertidos, posibili-
ta el reuso del agua por otros usuarios.   

Desarrollo urbano sostenible. El crecimiento urbano se ve 
amenazado por el agotamiento y degradación de fuentes 
abundantes de agua barata. Con el desarrollo de fuentes ca-
da vez más distantes, los costos crecen rápidamente. A futu-
ro, las fuentes deben garantizarse con tarifas apropiadas y 
controles para los vertidos. La contaminación de la tierra y el 
agua no debe verse como un costo razonable por el empleo 
y prosperidad asociados al crecimiento industrial.  
 
Producción agrícola y el abastecimiento de agua en las zo-
nas rurales . La seguridad alimentaria es prioritaria en mu-
chos países. El reto es desarrollar y aplicar tecnologías y 
métodos de gestión que ahorren agua, así como habilitar a 
las comunidades para introducir instituciones e incentivos 
para la adopción de nuevos enfoques para la agricultura.   
 
Protección de ecosistemas acuáticos . El agua es parte vital 
del ambiente y hogar de muchas formas de vida de las cua-
les dependen los seres humanos. La disrupción de los flujos 
de agua ha reducido la productividad de muchos ecosiste-
mas, devastado pesquerías, zonas agrícolas y de pastoreo, 
marginando comunidades rurales. El manejo integrado de 
cuencas brinda la oportunidad de salvaguardar los ecosiste-
mas acuáticos.  
 
Resolución de conflictos de agua. La cuenca hidrográfica es 
la entidad más apropiada para la planificación y gestión de 
los recursos hídricos. Al aumentar la importancia de la ges-
tión de cuencas internacionales, debe priorizarse la prepara-
ción e implementación de planes de  manejo integrado que 
sean ratificados por los gobiernos afectados, y sobre la base 
de los acuerdos internacionales.  
 
Un entorno favorable: La implementación de planes de ac-
ción para el agua, requieren una inversión sustancial, no solo 
en los proyectos de infraestructura, sino críticamente en 
construir las capacidades de la gente y las instituciones que 
planifican e implementan dichos proyectos. 
 
La base de conocimiento: La medición de los componentes 
del ciclo hidrológico, en cantidad y calidad, y otras caracte-
rísticas del ambiente que afectan el agua son esenciales pa-
ra una gestión eficaz del agua. Las técnicas de investigación 
y análisis interdisciplinario, permiten entender esta inform a-
ción y utilizarla para propósitos múltiples.  
 
Construcción de capacidades : Las acciones anteriores re-
quieren personal calificado y bien entrenado. Los países de-
ben identificar sus necesidades de capacitación y adoptar 
esquemas internos de capacitación, si es necesario con 
apoyo externo, y asegurar condiciones de trabajo que perm i-
tan retener el personal entrenado. La elevación de la con-
ciencia es también vital, por lo que los programas de infor-
mación, educación y comunicación deben ser parte integral 
del proceso de desarrollo. 
 
 
FUENTE:  http//:www.wmo.ch/web/homs/icwedece.html  
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Integración de la institucionalidad  
para la gestión del agua 
 
Cuando no se dispone de políticas de gestión 
integral se confunde el criterio técnico con el 
económico y éste a su vez con el financiero en 
cada una de las intervenciones que se hacen 
sobre el recurso.  
 
En lugar de optar por mecanismos e instru-
mentos que sirvan para resolver las situacio-
nes competitivas (gestión de conflictos), se 
acaba por adoptar un criterio estrictamente 
técnico-financiero útil y razonable para cada 
sector o uso pero irracional para el conjunto, 
al punto de ocasionar mayores pérdidas a ca-
da uno de ellos. En ese sentido, la maximiza-
ción del beneficio económico e hídrico de ca-
da sector destruye el punto óptimo del con-
junto de sectores. El resultado es una pérdida 
social, económica y ambiental para todos 
(Dourojeanni, 1994).  
 
En consecuencia, la gestión del agua debe 
considerarse en forma integral y no en partes. 
La clave para la futura acción sobre el agua y 
el desarrollo sostenible, es integrar los pro-
gramas y las políticas sobre la conservación y 
protección del agua y de la tierra (uso de sue-
los urbano y rural) y las intervenciones 
humanas en ellas. 
 
En efecto, enfrentar los problemas de utiliza-
ción del agua, de contaminación y sus efectos 
externos sobre otros sectores, de explotación 
excesiva de las aguas subterráneas, de los da-
ños ocasionados por las inundaciones, de 
abastecimiento insuficiente de agua potable, 
etc., demanda una innovación de las institu-
ciones que regulan al sector por medio de un 
sistema institucional integrado. En tal senti-
do, es importante generar nuevos esquemas y 
formas de manejo del recurso que se apoyen 

en la conformación de entidades rectoras de 
los múltiples usos del agua.9  
 
Compatibilizar los objetivos económicos  
con los objetivos ambientales 
 
Este es un aspecto esencial. Cuando no existe 
un sistema integrado de gestión, las externa-
lidades, tanto negativas (desaprovechamien-
tos, degradación del suelo y el agua) como 
positivas (generación de servicios ambienta-
les), quedan difusas y no transparentes, por lo 
que su reconocimiento demanda un enfoque 
de gestión integral.  
 
El agua es un bien económico y como tal, su 
uso debe ser gestionado en función de racio-
nalidades económicas, sin desmedro de las 
valoraciones de carácter social y ambiental 
inherentes. El agua tiene un precio, por tanto, 
quien utiliza el agua debe pagar por ella, ya 
que hay que asegurar su protección y regene-
ración, encauzarla, tratarla, prever el abaste-
cimiento y construir dispositivos para garan-
tizar su calidad. Se espera que con su factura 
de agua, los usuarios asumen lo esencial de 
los gastos vinculados con las inversiones y 
con el funcionamiento de los equipos necesa-
rios para la gestión del agua.  
 
Por otro lado, en la medida que se aplique el 
principio “usuario- contaminador- pagador” 
se hará transparente no sólo el carácter finito 
del agua sino también la búsqueda de su pro-
tección, preservación y disponibilidad tanto 
en cantidad como en calidad. Así, instrumen-
tos económicos tales como las tarifas cobradas 
por el uso y las sanciones cobradas por el mal 
uso pueden contribuir a mejorar la gestión 
del recurso y a la eficiencia de su uso. 
 
                                                                 
9 Según la OPS los entes reguladores y de control en la ges-
tión integrada del agua deben tener las siguientes caracterís-
ticas: independencia, autonomía, idoneidad, transparencia, 
facultades e instrumentos (MASICA-OPS 1998). 
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Concertación, participación y transparencia 
 
La integración y concertación de los sectores 
y sus particulares intereses sobre los múlti-
ples usos del agua es indispensable a la hora 
de definir o redefinir cualquier tipo de inter-
vención sobre los recursos hídricos, y su par-
ticipación puede validar o invalidar en el 
mismo sentido la gestión sobre el agua ya sea 
en el corto, mediano o largo plazo. 
 
Dada la naturaleza del agua, su gestión se ca-
racteriza por ser una gestión de conflictos.10 
El propósito central de la gestión integral de 
los recursos hídricos es por tanto, resolver los 
conflictos que se producen entre el hombre y 
su entorno, y entre los diversos usuarios. Los 
actores en este caso serán quienes usan el 
agua, quienes se ven directamente afectados 
por ese uso, quienes regulan su utilización y 
quienes formulan la política y la legislación 
hídrica.11 En tal sentido, es necesario generar 
mecanismos transparentes de participación, 
para que los diversos intereses sectoriales, 
institucionales y grupales sean tomados en 
cuenta en las principales decisiones de la ges-
tión hídrica.12 
                                                                 
10 Una gestión de conflictos en tanto, la competencia por su 
uso es inevitable y permanente. 
11 De acuerdo a Dourojeanni, en un sistema hídrico compar-
tido por varios usuarios, los servicios para satisfacer diferen-
tes demandas pueden estar en manos privadas (agua pota-
ble, agricultura, energía hidroeléctrica y otros), pero la adm i-
nistración de la oferta de agua de una fuente, incluidas todas 
las posibles formas de reaprovechamiento, debe estar a car-
go de los usuarios y el Estado. Es la única manera de resol-
ver los conflictos que puedan surgir y aportar recursos para 
evitar problemas comunes como la contaminación y las 
inundaciones, además de controlar las externalidades. Ver 
Dourojeanni, 1998. 
12 El planteamiento de que la participación ciudadana es im-
portante per se, ya que son los ciudadanos los que día a día 
realizan la verdadera gestión de recursos, y son los mejores 
situados para ofrecer soluciones a sus problemáticas, es vá-
lido siempre y cuando se garantice un proceso de concerta-
ción en dos vías: a) mediante consultas en cada etapa en el 
sitio donde la acción de desarrollo sostenible haya sido pro-
puesta, logrando identificar los actores o interlocutores en 
función vínculo de estos con la acción propuesta y en fun-
ción de su capacidad desarrollada con relación a la misma, y 
b) la participación de los usuarios como una verdadera forma 

En efecto, una de las condiciones básicas de 
una gestión integrada de los recursos hídricos 
es una gestión concertada del agua. La parti-
cipación de los usuarios, sectores y comuni-
dad se constituye actualmente en un medio 
eficaz para garantizar que las soluciones téc-
nicas sean adecuadas y duraderas.  
 
Además, es fundamental para la toma de de-
cisiones estratégicas que afectan la gestión de 
los recursos hídricos analizar, cuestionar y 
debatir abiertamente entre los principales sec-
tores, usuarios y la sociedad en general, los 
temas esenciales que deben quedar claramen-
te definidos, entre ellos: el rol respecto a la 
gestión hídrica del sector público y del sector 
privado; la vinculación entre las políticas 
hídricas y las políticas económicas; la incor-
poración del enfoque de la participación y 
nuevos papeles en la gestión de las autorida-
des locales o regionales; los mecanismos para 
la concertación entre usuarios13 y represen-
tantes político-institucionales. Todos estos 
temas y su definición se convierten en la pie-
dra angular de la gestión concertada del agua. 
 
Incorporar plenamente la dimensión territorial  
 
La integración de sus diversos usos del agua 
y su protección, a través de la participación 
de los principales usuarios y actores interesa-
dos, debe concretarse sobre una unidad terri-
torial específica, capaz de reflejar las caracte-
rísticas, elementos y procesos que deben con-
siderarse de cara a la gestión del recurso.  
 
La cuenca hidrográfica – como espacio sínte-
sis entre el suelo, la vegetación, la fauna y la 
intervención humana -  representa la unidad 
                                                                                                              
de gestión en la cual esté bien definido el rol que cada quien 
debe jugar. 
13 Esto es válido en la medida que el proceso de concerta-
ción se consolide institucionalmente en las diversas instan-
cias de un territorio o país, para todo tipo de usuarios del re-
curso y tendrá una mayor efectividad en tanto la gestión del 
recurso se desarrolle en escenarios descentralizados. 
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de planificación básica a nivel hídrico, por lo 
que es necesario organizar a escala de las 
cuencas, las modalidades de gestión integra-
da de los recursos hídricos. Esto implica des-
arrollar el manejo de los usos múltiples del 
agua, así como prevenir los riesgos naturales, 
de tal manera de satisfacer racional y equita-
tivamente los diferentes usos para un desa-
rrollo económico sostenible y proteger y res-
taurar los medios acuáticos y su entorno terri-
torial.  
 
Debe existir una estrecha relación entre la 
planificación del uso del recurso agua y el te-
rritorio que ofrece el recurso y esta planifica-
ción debe realizarse en función de las varia-
bles que afectan el suministro de agua dentro 
de esta unidad territorial. El principal en este 
sentido tiene que ver con la necesidad de 
avanzar hacia esquemas participativos de 
gestión y ordenamiento territorial.  
 
Un aspecto fundamental a tomar en cuenta es 
que el agua no conoce las fronteras nacionales 
ni administrativas. La gestión de los recursos 
compartidos, como la cuenca del río Lempa, 
entre varios Estados vecinos debería conside-
rar esta realidad e incluso, organizarse a la 
escala del conjunto de las cuencas comparti-
das. Por lo tanto, se requiere para su planifi-
cación, intervención y manejo, la existencia de 
una información suficiente de la totalidad de 
las cuencas transfronterizas, y sobre todo vo-
luntad y participación de cada uno de los ac-
tores establecidos en el territorio sujeto a la 
gestión.14  
 
                                                                 
14 Los aprovechamientos de cursos de agua deben ser con-
cebidos en el marco de proyectos integrales, teniendo en 
cuenta el conjunto de la cuenca vertiente y considerando el 
río y sus afluentes desde el nacimiento hasta su desembo-
cadura; intentando satisfacer el conjunto de los usos del 
agua y las necesidades resultantes, tanto en el plano cuanti-
tativo (cantidad) como cualitativo (calidad); estudiando los 
impactos sobre el medio ambiente e integrando la protección 
de los ecosistemas acuáticos y la prevención de los efectos 
negativos para la preservación de los medios naturales. 

En el caso de El Salvador y sus cuencas com-
partidas con Guatemala y Honduras, los es-
quemas de cooperación transfronteriza, de-
ben asegurar la mejora de las ofertas ambien-
tales y la reducción de la pobreza crónica en 
las zonas fronterizas.   
 
El desafío del conocimiento del sistema hidrológico   
 
La gestión integrada de los recursos hídricos 
implica la integración de las actividades sobre 
el agua a partir de una política de fomento de 
investigación y conocimiento del recurso. El 
conocimiento del recurso y la evaluación de 
las necesidades son una condición previa in-
dispensable para una gestión integral y equi-
librada del agua.  
 
En cualquier etapa del desarrollo de los re-
cursos hídricos (planificación, diseño y opera-
ción), se necesitan datos hidrometeorológicos 
básicos, tales como los registros históricos de 
precipitación, evaporación y escorrentía. Sin 
una base de datos mínima sobre el agua y sus 
usos, cualquier proceso de planificación y di-
seño sobre el mismo resultará inconsistente e 
incluso peligroso por las implicaciones 
humanas, económicas, sociales y ambientales.  
El conocimiento del recurso implica el esta-
blecimiento y mantenimiento de redes de 
medidas y bancos de datos que permitan de-
terminar oferta y demanda del agua para sus 
múltiples usos. Esto por lo tanto conlleva a la 
consecución del objetivo de protección del re-
curso y de disponibilidad del mismo.15 
 

                                                                 
15 En el país, la ausencia de coherencia en la gestión del 
agua entre los grandes usuarios, resulta problemática a efec-
tos de consolidar una base de datos sobre el recurso, ya que 
estos en forma compartimentada poseen la única base de 
datos e información básica de país respecto al agua, la cual, 
con todas sus debilidades, resulta clave para la gestión y co-
nocimiento futuro del recurso. 
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Elementos para una agenda de  
construcción nacional de un marco  
para la gestión integrada del agua  
 
En la construcción nacional de una política 
hídrica y gestión integrada del agua, se deben 
buscar respuestas adecuadas a interrogantes 
sobre temas clave como los siguientes: 
 
• El conocimiento del recurso hídrico y la 

necesidad de avanzar en los estudios téc-
nicos y científicos que garanticen una polí-
tica de uso consistente. La ausencia de in-
formación suficiente, fiable y oportuna 
existente sobre el recurso como una limi-
tante clave en términos de una adecuada 
toma de decisiones de política. Esto signi-
fica, avanzar en una verdadera política de 
fomento de investigación y conocimiento 
del recurso hídrico; 

• Los marcos legales e institucionales para 
garantizar la protección y valoración del 
recurso, así como la internalización de los 
costos derivados de su uso, así como los 
beneficios derivados de las prácticas que 
protegen el recurso; 

• Institucionalización de esquemas de pago 
por los servicios ambientales del agro aso-
ciados al agua, sobre todo en las zonas de 
laderas y de concentración de la pobreza, 
a fin de promover prácticas de conserva-
ción y revegetación que mejoren la capa-
cidad del territorio para regular y almace-
nar el agua; 

• La composición del ente rector y la repre-
sentación de los usuarios y la instituciona-
lidad ciudadana para la participación in-
formada en el manejo del recurso; 

• Transparencia y coordinación de agendas 
de los grandes usuarios del recurso; 

• La consistencia entre los marcos legales e 
institucionales para la gestión del territo-
rio y el agua;  

 
En el ámbito más específico de la reforma del  
subsector de agua y saneamiento, algunos 
temas relevantes que hasta el momento se 
han planteado son: 
 
• La ausencia de una base de datos confia-

bles a nivel nacional sobre operadores y 
modalidades de gestión y uso del recurso; 

• Las características del sector rural y urba-
no y la pertinencia de un marco regulato-
rio común; 

• Análisis y revisión de la gestión actual en 
agua y saneamiento con serios problemas 
de inequidad e ineficiencia (cobertura y 
calidad de agua), los costos y externalida-
des negativas asociados a ello; 

• La responsabilidad de los operadores 
frente a la protección del recurso; 

• La inclusión de modelos de gestión local y 
municipal del agua en el marco regulato-
rio y el establecimiento de mecanismos de 
apoyo técnico-financiero a estos, lo que 
supone generar un proceso de intercambio 
de experiencias sobre las distintas moda-
lidades de gestión del agua en el país; 

• Identificación de nuevas modalidades 
desde lo local y regional para garantizar la 
protección del recurso. Estudio de nuevas 
modalidades orientadas a la gestión terri-
torial sostenible y asociada de sistemas de 
agua y saneamiento; 

• Implicaciones tarifarias derivadas de la re-
forma del sub-sector, lo que supone contar 
con la información necesaria para deter-
minar los costos reales y poder fijar los 
cánones tarifarios.  
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En definitiva de lo que se trata, es de aprove-
char el potencial de movilización ciudadana 
sobre un tema tan vital como el agua para ini-
ciar un esfuerzo orientado a debatir y cons-
truir un camino nacional propio que permita  
una gestión mucho más racional de la riqueza 
hídrica del país. z 
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